El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES / PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA PARA CONCEDERLA / HIJO DE CRIANZA / DERECHO A SER CONSIDERADO BENEFICIARIO DE ESA PRESTACIÓN / REQUISITOS.
La Corte Constitucional ha reiterado, teniendo presente la subsidiaridad que caracteriza la acción de tutela, que los conflictos jurídicos que surgen del reconocimiento de pensiones escapan a la competencia del juez constitucional, ya que implican verificación de los requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, por lo que corresponderá resolverlos a la jurisdicción laboral o contencioso administrativa.

No obstante, la misma Corporación ha otorgado el amparo para ordenar el reconocimiento de una pensión de sobrevivientes cuando los mecanismos ordinarios de defensa judicial no garantizan su eficacia frente a la protección de derechos fundamentales, circunstancia que se deduce cuando el interesado es una persona de especial protección o se configura un perjuicio irremediable. (…)
… en este caso el accionante es un niño de diez años de edad, que carece de recursos económicos suficientes para su mantenimiento, hecho que se expuso en la demanda y del que dieron cuenta los testimonios extraprocesales que se incorporaron a solicitud de amparo, sin que esa especial situación fuera controvertida por la parte demandada.

De esa manera las cosas, puede decirse que en este caso concreto los mecanismos ordinarios de defensa judicial no resultan idóneos para que el demandante obtenga un pronunciamiento judicial sobre el reconocimiento de la prestación que reclama, pues la duración del respectivo proceso y la ausencia de recursos económicos para atender sus necesidades, se convierte en una carga desproporcionada en su caso. En consecuencia, la tutela resulta procedente para definir la cuestión…
… jurisprudencia de la Corte Constitucional reconoce, bajo la aplicación del derecho a la igualdad, que los hijos sin vínculo consanguíneo tienen la posibilidad de acceder a la pensión de sobreviviente causado por su padre de crianza, siempre y cuando se reúnan las reglas allí definidas.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, octubre diecisiete (17) de dos mil diecinueve (2019)


Acta No. 519 del 17 de octubre de 2019

Expediente No. 66001-31-03-003-2019-00122-03
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la accionante frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el pasado 22 de julio, en la acción de tutela que promovió la señora Yénifer Cardona Marulanda, en representación del niño Hárrison David Marulanda Holguín, contra Colpensiones, a la que fueron vinculados el Gerente Nacional de Reconocimiento, el Subdirector de Determinación II y los Directores de Atención y Servicio, de Prestaciones Económicas y de Procesos Judiciales de esa entidad.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató la apoderada de la accionante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 El señor Rubén Cardona Acevedo, a quien el ISS le reconoció la pensión de vejez en el año 2008, falleció el 13 de diciembre de 2016. 

1.2 El citado señor contrajo nupcias con Ana Lucía Zapata Ossa el 14 de noviembre de 2014; este vínculo perduró solo por un periodo de cinco meses.

1.3 El señor Cardona Acevedo acogió en su núcleo familiar al menor Hárrison David Marulanda Holguín, quien fue dejado bajo su cuidado por su progenitora teniendo en cuenta que ella había sido privada de su libertad, sin que luego de cumplida esa pena haya mostrado interés en retomar la crianza de su hijo. El niño convivió entonces con el causante desde cuando contaba con cuatro meses de nacido hasta la fecha del fallecimiento de ese último, momento para el cual ya contaba con siete años de edad.
1.4 El menor “nunca ha contado con un padre legamente reconocido, tal como se puede evidenciar en su registro civil de nacimiento” y su madre en momento alguno cumplió sus deberes, pues fue Rubén Cardona Acevedo quien de forma voluntaria suplió en esa tarea y le brindó el afecto y manutención de un buen padre. Fue tal el vínculo entre ellos que el niño siempre lo llamó papá y para toda la comunidad fue considerado como su menor hijo, incluso las hijas del causante Yénifer Cardona Marulanda y Leidy Cardona Marulanda, quienes son primas maternas del menor, lo han considerado como su hermano.

1.5 Tomando en cuenta que el occiso era el único que brindaba al niño todo lo necesario para su sostenimiento, en este momento se encuentra desprotegido pues su progenitora no tiene contacto alguno con él.

1.6 Para la fecha en que recibieron el cuidado del infante, la promotora de la acción, Yénifer Cardona Marulanda, contaba con tan solo 16 años de edad y por eso también dependía económicamente del causante, tal como lo reconoce Colpensiones en la Resolución DIR 20197 del 19 de noviembre de 2018; ella, a pesar de su minoría de edad, colaboró con la crianza del niño y luego del deceso de su padre decidió continuar con esa labor, al punto de que solicitó su custodia y cuidado, de común acuerdo con su progenitora quien indicó que el menor se encontraba bajo su cuidado desde los seis meses de nacido “interpretación que fue tenida en cuenta por el defensor de familia ya que era quien convivía con el señor Ruben (sic) Cardona”. En consecuencia, el citado Defensor de Familia, accedió a esa petición. 

1.7 Aunque la promotora de la acción viajó con rumbo a Chile para buscar oportunidades laborales, no ha tenido éxito y en la actualidad carece de fuente de ingresos que le permita mantener al menor en condiciones dignas.
1.8 El menor cumple con todos los criterios jurisprudenciales para ser reconocido como hijo de crianza del señor Rubén Cardona Acevedo y por tanto, es legítimo beneficiario del derecho a la sustitución pensional de sobrevivientes, por el 100% de la pensión que recibía en vida aquel.
1.9 La señora Ana Lucía Zapata Ossa con quien, reitera, el afiliado solo convivió por cinco meses, aunque el matrimonio se haya extendido por dos años, tiempo que resulta insuficiente para la obtención de la pensión de sobrevivientes, de conformidad con el artículo 47 de la Ley 100 de 1993, resultó favorecida con esa prestación, pues tal como lo manifestó la promotora de la acción, aquella le dijo que manifestara a Colpensiones que la convivencia con el causante había perdurado por más de cinco años, ello para que “la pensión no se perdiera, y que a cambio de ello, esta persona le iba a seguir colaborando con la manutención del menor”, razón por la cual, y con el único propósito de salvaguardar los derechos del niño, accedió a ello, sin tener en cuenta que podría incurrir en un delito y que “el niño pudiere ser beneficiario de una sustitución pensional como hijo de crianza”; la señora Zapara Ossa, en consecuencia, obtuvo esa pensión de manera irregular y fraudulenta, pues a partir de una información falsa se indujo a error a Colpensiones. Como prueba adicional de que la citada señora carecía del término necesario de convivencia, se tiene que el causante la excluyó del sistema de salud, a partir del 6 de mayo de 2015, pues ella ya no formaba parte de su grupo familiar.  
1.10 El 31 de agosto de 2018 se solicitó a Colpensiones reconocer la pensión de sobreviviente al menor Hárrison David Marulanda Holguín, por su condición de hijo de crianza; además, se señaló la forma irregular en que Ana Lucía Zapata Ossa había accedido a esa prestación, y se pidió de manera especial suspender el pago de las mesadas y la posterior revocatoria directa del acto que reconoció la pensión.
1.11 Por Resolución SUB 252631 del 24 de septiembre de 2018, se negó esa petición porque “en las declaraciones extra juicio se señaló que el menor era un hijo de crianza, no obstante, la Ley solo faculto (sic) a los hijos reconocidos y no a los de crianza”.
1.12 Esa decisión, frente a la cual se interpuso recurso de reposición en subsidio apelación, es contraria a la jurisprudencia desarrollada sobre la que señala a los hijos crianza como verdaderos hijos con igualdad de derechos. Además, no se hizo pronunciamiento alguno sobre la mencionada petición especial. 
1.13 Mediante Resoluciones SUB252631 del 24 de septiembre y DIR 20197 de 19 de noviembre de 2018 se confirmó aquel acto administrativo. En la primera se dijo que “la prestación en la petición, se reconoce a los beneficiarios cuando son HIJOS RECONOCIDOS, NO los hijos de crianza, por lo tanto al no acreditarse la paternidad del asegurado para con el menor solicitante en el Registro Civil de Nacimiento del mismo, por lo tanto no es procedente el reconocimiento de la misma” . En la segunda, que de conformidad con la Circular Conjunta N° 01 de 2017 entre los beneficiarios de la sustitución pensional no se incluyó a los hijos de crianza.

1.14 La entidad accionada desconoce que el menor cumple los presupuestos para acceder a la sustitución pensional y que este, en su condición de hijo de crianza, goza de iguales derechos ante la ley.
1.15 La acción de tutela es procedente ya que a la promotora de la acción le fue conferida la custodia y cuidado del menor; este, por su corta edad, puede ser representado por cualquier persona en esta clase de procesos. Así mismo se cumplen los requisitos de inmediatez y subsidiariedad pues la última decisión administrativa adoptada en este caso, se notificó el 5 de diciembre último y aunque los conflictos que surgen en relación con sustituciones pensionales deben ser ventilados en la jurisdicción ordinaria, estos no resultan eficaces para proteger el acceso al mínimo vital del menor “teniendo en cuenta que el cubrimiento de sus necesidades básicas no pueden estar supeditadas a un proceso laboral, cuando éste (sic) tipo de trámites puede dilatarse en el tiempo comprometiendo aún más su situación de emergencia”.
1.16 Se cumplen las reglas establecidas por la Corte Constitucional para el otorgamiento de la pensión de sobreviviente a un hijo de crianza, porque entre el causante y el menor se constituyó un vínculo que trascendió de la mera esfera económica a la afectiva.
1.17 El amparo también resulta procedente para solicitar la suspensión y la revocatoria del acto administrativo que concedió la pensión a la señora Ana Lucía Zapata Ossa, de conformidad con el artículo 19 de la Ley 797 de 2003, al tratarse de una actuación fraudulenta.
2. Considera lesionados los derechos a la vida digna, mínimo vital, igualdad, familia y seguridad social. Para protegerlos solicita: a) se reconozca al niño Harrison David Marulanda Holguín como hijo de crianza de Rubén Cardona Acevedo; b) se conceda al citado menor el 100% del valor de la pensión de sobrevivientes cancelada a la señora Ana Lucía Zapata Ossa, o en su defecto el 50% y c) suspender el pago de la mesada pensional a la citada señora, al haber sido otorgada de manera fraudulenta.
A C T U A C I Ó N      P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 13 de mayo se admitió la demanda y se  ordenó vincular al Gerente Nacional de Reconocimiento, al Subdirector de Determinación II y a los Directores de Atención y Servicio, de Prestaciones Económicas y de Procesos Judiciales de Colpensiones.

2. La Directora de Acciones Constitucionales de Colpensiones informó que la solicitud elevada por la actora para obtener el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes fue resuelta de fondo por esa entidad mediante Resolución SUB 252631 del 24 de septiembre de 2018. Además, si la citada señora se encuentra inconforme con esa decisión, debe acudir a la vía ordinaria y no formular la acción de tutela ya que esta se caracteriza por ser un mecanismo excepcional y subsidiario. 
3. La sentencia proferida por el juzgado de conocimiento, el 24 de mayo pasado, fue declarada nula por esta Sala mediante auto del 4 de julio siguiente, porque dejó de integrarse el contradictorio con la señora Ana Lucía Zapata Ossa, quien es beneficiaria de la pensión de sobreviviente a la que pretende acceder la parte actora en todo o en parte.
4. Luego de rehecha la actuación, con la vinculación omitida, el 22 de julio se dictó sentencia en la que se negó el amparo invocado.
Para decidir así, estimó la Juez Tercera Civil del Circuito que en este caso la parte actora debe acudir a la vía ordinaria laboral para dirimir lo relativo a la pensión de sobreviviente a que dice tener derecho, como quiera que no se encuentra demostrado que el menor se halle en una situación socioeconómica delicada, toda vez que se dejó de acreditar su afectación al mínimo vital; al contrario, “se encuentra bajo el cuidado al parecer de su hermana de crianza” y cuenta con asesoría legal idónea. De igual manera, en la demanda se hace alusión a un supuesto fraude en el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes del causante y por lo mismo es necesario adelantar las denuncias y acciones legales correspondientes para obtener la nulidad de esos actos administrativos.
5. Inconforme con el fallo la apoderada de la accionante lo impugnó. Adujo: a) el hecho de estar al cuidado de Yénifer Cardona Marulanda no significa que el menor tenga garantizadas sus necesidades básicas; al contrario, el fallecimiento del causante los dejó desprotegidos a ambos, al punto que debido a su situación económica, la citada señora se vio obligada a emigrar a Chile, mas no ha obtenido resultados favorables, ya que aún carece de una fuente de ingresos que le permita garantizar el sostenimiento del niño; b) citó jurisprudencia de la Corte Constitucional, que dice guarda relación con el caso, para controvertir el argumento de la funcionaria de primera instancia, relativo a la improcedencia del amparo para obtener la pensión de sobrevivientes; c) reitera que el niño cumple los presupuestos para ser considerado hijo de crianza del causante, al configurarse entre ambos un vínculo no solo económico sino afectivo y d) el interesado es un sujeto de especial protección, en razón de su edad, y porque carece de medios económicos para satisfacer sus necesidades básicas, situación que torna en ineficaces los mecanismos ordinarios de defensa debido a la tardanza propia de esos trámites.
Solicita se revoque el fallo de primera instancia y se protejan los derechos invocados en la demanda.

6. En esta sede, por auto del 12 de agosto último, se ordenó devolver el expediente al juzgado de origen a efecto de que realizara la notificación por aviso a la señora Ana Lucía Zapata Ossa de la sentencia y del auto que concedió la impugnación, trámite omitido en primera instancia.

7. Surtida adecuadamente esa actuación, el proceso fue devuelto a esta Sala. 

8. El 17 de septiembre la Magistrada que funge en este caso como ponente, se declaró impedida para conocer del asunto.

9. Por auto del 24 del mismo mes el Magistrado que le sigue en turno resolvió decretar infundado ese impedimento y en consecuencia ordenó devolver la actuación a este despacho.

C O N S I D E R A C I O N E S

1. El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aún por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar, en primer lugar, si en este caso procede la tutela para ordenar el reconocimiento de prestaciones pensionales. Solo de serlo, se establecerá si Colpensiones incurrió en lesión de derechos fundamentales al negar la pensión de sobrevivientes que reclama el demandante en su calidad de hijo de crianza. 

3. La Corte Constitucional ha reiterado, teniendo presente la subsidiaridad que caracteriza la acción de tutela, que los conflictos jurídicos que surgen del reconocimiento de pensiones escapan a la competencia del juez constitucional, ya que implican verificación de los requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, por lo que corresponderá resolverlos a la jurisdicción laboral o contencioso administrativa.

No obstante, la misma Corporación ha otorgado el amparo para ordenar el reconocimiento de una pensión de sobrevivientes cuando los mecanismos ordinarios de defensa judicial no garantizan su eficacia frente a la protección de derechos fundamentales, circunstancia que se deduce cuando el interesado es una persona de especial protección o se configura un perjuicio irremediable. Así por ejemplo, en sentencia T-281 de 2018 dijo: 


“Al respecto, este Tribunal ha señalado que el legislador previó los mecanismos judiciales para la solución de las controversias relativas al reconocimiento y pago de las prestaciones que cubren las contingencias amparadas por el Sistema General de Seguridad Social en Pensiones, lo que significa que, por regla general, la acción de tutela resulta improcedente para resolver disputas de esa naturaleza
.
 
Sin embargo, excepcionalmente, es plausible acudir a ese mecanismo constitucional para obtener el reconocimiento y pago de prestaciones sociales. Esto sucede en el evento en que el agotamiento de los medios ordinarios de defensa supone una carga procesal excesiva, porque quien la solicita es un sujeto de especial protección constitucional (mecanismo principal de defensa) o se encuentra ante la inminente ocurrencia de un perjuicio irremediable (mecanismo de protección transitorio). Sobre este punto, la Corte ha explicado lo siguiente:
 
Bajo ese entendido, la jurisprudencia constitucional ha construido varias reglas para evaluar la procedencia de la acción de tutela para el reconocimiento de prestaciones sociales como manifestación del derecho a la seguridad social, a saber: i) que la falta de pago de la prestación o su disminución genere un alto grado de afectación de los derechos fundamentales, en particular del derecho al mínimo vital; ii) que el accionante haya desplegado cierta actividad administrativa y judicial con el objetivo de que le sea reconocida la prestación reclamada; iii) que se acredite siquiera sumariamente, las razones por las cuales el medio judicial ordinario es ineficaz para lograr la protección inmediata de los derechos fundamentales presuntamente afectados; iv) y que exista una mediana certeza sobre el cumplimiento de los requisitos de reconocimiento del derecho reclamado
.
  
4. Las pruebas incorporadas al proceso, que obran en el cuaderno No. 1, acreditan los siguientes hechos:

4.1 El menor Harrison David Marulanda Holguín nació el 14 de agosto de 2009 y según el registro civil de nacimiento no se encuentra reconocido por su padre
.

4.2 El señor Rubén Cardona Acevedo falleció el 13 de diciembre de 2016
.

4.3 En audiencia de conciliación celebrada ante Defensor de Familia del ICBF, el 5 de octubre de 2017, las señoras Yubelli Marulanda Holguín y Yénifer Cardona Marulanda acordaron que la custodia y cuidado personal del niño Harrison David Marulanda Holguín la asumiría la última de ellas, sin que esa circunstancia implicara la perdida de la patria potestad de primera sobre su hijo
.
4.4 Según declaraciones extraproceso rendidas por los señores Manuela Antonio Morales Naranjo, Leidi Yobana Cardona Marulanda y Jaime Ramírez Gómez, Rubén Cardona Acevedo se hizo cargo del niño Harrison David Marulanda Holguín desde la época de su nacimiento, pues para ese momento su progenitora se hallaba recluida en la cárcel; como tal le garantizó su sostenimiento económico y le brindó afecto, al punto de que el menor “creció llamándolo papá” y aquel “lo veía como su hijo de crianza así no fuera hijo de sangre”. Aunque la mamá del infante recuperó su libertad en el año 2014, nunca asumió su rol materno y por ello, su crianza continúo en cabeza de Rubén Cardona Acevedo hasta su deceso. En este momento el niño se encuentra a cargo de Yénifer Cardona Marulanda, hija del citado señor Cardona Acevedo, quien siempre ha vivido en la misma casa con su padre y el menor; sin embargo, se encuentran en una situación difícil ya que carecen de recursos económicos para su manutención, si se tiene en cuenta que ambos dependían del fallecido
.
4.5 El 31 de agosto de 2018 la señora Yénifer Cardona Marulanda, por intermedio de apoderada, solicitó a Colpensiones reconocer la pensión de sobreviviente al niño Harrison David Marulanda Holguín, en su calidad de hijo de crianza de Rubén Cardona Acevedo. Además pidió se suspendiera el pago de la mesada pensional y se revocara el acto administrativo por medio del cual se concedió la citada prestación a la señora Ana Lucía Zapata Ossa
.
4.6 Por resolución SUB 252631 del 24 de septiembre de 2018 el Subdirector de Determinación II de Colpensiones negó la sustitución pensional, porque el citado menor no es hijo del causante y el legislador no facultó a los hijos de crianza para obtener el reconocimiento prestacional reclamado
.

4.7 Impugnada esa decisión, fue confirmada por la Directora de Prestaciones Económicas de Colpensiones, con sustento en similares argumentos a los empleados por aquel funcionario, a los que agregó que de conformidad con la Circular Conjunta No. 1, expedida por esa entidad, la calidad de hijo de crianza no se incluyó entre los beneficiarios para el reconocimiento de la sustitución pensional
.

5. Surge de lo anterior, como primera conclusión, que en este caso el accionante es un niño de diez años de edad, que carece de recursos económicos suficientes para su mantenimiento, hecho que se expuso en la demanda y del que dieron cuenta los testimonios extraprocesales que se incorporaron a solicitud de amparo, sin que esa especial situación fuera controvertida por la parte demandada.

De esa manera las cosas, puede decirse que en este caso concreto los mecanismos ordinarios de defensa judicial no resultan idóneos para que el demandante obtenga un pronunciamiento judicial sobre el reconocimiento de la prestación que reclama, pues la duración del respectivo proceso y la ausencia de recursos económicos para atender sus necesidades, se convierte en una carga desproporcionada en su caso. En consecuencia, la tutela resulta procedente para definir la cuestión. 

Es del caso analizar entonces si la entidad demandada desconoció derechos de que sea titular el demandante, al negarle el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes que solicitó.

6. De conformidad los artículos 46 y 47 de la Ley 100 de 1993, modificados por la Ley 860 de 2003, se causará el derecho a la pensión de sobreviviente, entre otros casos, cuando el pensionado por vejez fallezca y serán sus beneficiarios, en el primer orden, su cónyuge o compañero permanente supérstite y sus hijos menores de edad o mayores en condiciones de discapacidad física o económica.
No cabe duda que el primero de esos presupuestos se cumple, pues se encuentra demostrado el fallecimiento del causante y que a este, según lo consignado en aquellos actos administrativos, le fue reconocida la pensión de vejez desde el año 2008. 

El debate gira en torno al segundo. En efecto, la entidad demandada negó la prestación porque el tantas veces citado menor no es descendiente del afiliado y la ley no permite tener como beneficiarios de esa pensión a hijos de crianza.

Para empezar a definir la cuestión es preciso hacer referencia al precedente jurisprudencial que sobre esa materia se ha sentado. En la providencia que viene siendo citada se expresó:
“58. Se puede interpretar entonces que la familia de crianza nació como una necesidad de brindar protección a los menores que resultaban en estado de abandono por parte de sus padres biológicos, ya que estos no podían o no tenían la voluntad de velar por su integridad y cuidados básicos, por lo que otras personas voluntariamente se hacían con dicha obligación de crianza y protección de forma permanente, sin la intervención del Estado, generando así una relación interpersonal estrecha de aprecio, acompañamiento y apoyo continuo, tanto económico como emocional, que se evidencia claramente por parte de la sociedad, de tal manera que sean vistos como una familia tradicional.

 

…
  
60.  Teniendo claro, entonces, que la sustitución pensional procede en favor de los hijos de crianza, siempre y cuando se den las condiciones establecidas en la ley para tal sustitución, se deben acreditar adicionalmente los presupuestos que permitan evidenciar la existencia de una familia de crianza, los cuales han sido delimitados por la jurisprudencia de esta Corporación en los siguientes términos
:
 
(i) La solidaridad. Se evalúa en la causa qué motivó al padre o madre de crianza a generar una cercanía con el hijo, que deciden hacer parte del hogar y al cual brindan un apoyo emocional y material constante y determinante para su adecuado desarrollo. Esta se encuentra justificada en los artículos 1 y 95 de la Constitución, la jurisprudencia constitucional y en el artículo 67 del Código de la Infancia y la Adolescencia. 

 

(ii) Reemplazo de la figura paterna o materna (o ambas). Se sustituyen los vínculos consanguíneos o civiles por relaciones de facto. Podrá observarse si el padre de crianza tiene parentesco con el hijo, pero no será determinante en la evaluación de la existencia de la familia de crianza, ya que en la búsqueda de la prevalencia del derecho sustancial se privilegiará la crianza misma así provenga de un familiar.

 

(iii) La dependencia económica. Se genera entre padres e hijos de crianza que hace que estos últimos no puedan tener un adecuado desarrollo y condiciones de vida digna sin la intervención de quienes asumen el rol de padres. Es el resultado de la asunción del deber de solidaridad, las normas legales y constitucionales que regulan la institución de la familia y las disposiciones que buscan garantizar ambientes adecuados para los menores, como el Código de la Infancia y la Adolescencia, que generan el surgimiento de los demás deberes que acarrea la paternidad responsable.

 

(iv) Vínculos de afecto, respeto, comprensión y protección. Se pueden verificar con la afectación moral y emocional que llegan a sufrir los miembros de la familia de crianza en caso de ser separados, así como en la buena interacción familiar durante el día a día.

 

(v) Reconocimiento de la relación padre y/o madre, e hijo. Esta relación debe existir, al menos implícitamente, por parte de los integrantes de la familia y la cual debe ser observada con facilidad por los agentes externos al hogar.

 
(vi) Existencia de un término razonable de relación afectiva entre padres e hijos. La relación familiar no se determina a partir de un término preciso, sino que debe evaluarse en cada caso concreto con plena observancia de los hechos que rodean el surgimiento de la familia de crianza y el mantenimiento de una relación estable por un tiempo adecuado para que se entiendan como una comunidad de vida. Es necesario que transcurra un lapso que forje los vínculos afectivos.
 

(vii) Afectación del principio de igualdad. Se configura en idénticas consecuencias legales para las familias de crianza, como para las biológicas y jurídicas, en cuanto a obligaciones y derechos y, por tanto, el correlativo surgimiento de la protección constitucional. En la medida en que los padres de crianza muestren a través de sus actos un comportamiento tendiente a cumplir con sus obligaciones y deberes en procura de la protección y buen desarrollo de los hijos, se tendrá claro que actúan en condiciones similares a las demás familias, por lo que serán beneficiarias de iguales derechos y prestaciones.

…

  
61. En conclusión, para esta Corporación no se debe distinguir la naturaleza de la relación familiar que se tenga entre hijo y padre, al momento de otorgar el reconocimiento y pago de una mesada pensional por medio de la figura de la sustitución, cuando se produce el fallecimiento del titular de la prestación; en consecuencia, a las entidades estatales o particulares encargados del reconocimiento de dicha prestación, les está prohibido realizar distinciones entre familias configuradas por vínculos de facto, pues ello se traduce en la vulneración de los derechos fundamentales que los revisten como parte de un grupo familiar. En todo caso, se deberá analizar el cumplimiento de los requisitos establecidos en la ley para acceder a la sustitución pensional y constatar la configuración de los presupuestos que permitan evidenciar la existencia de la familia de crianza.”
 
De lo anterior se infiere que la jurisprudencia de la Corte Constitucional reconoce, bajo la aplicación del derecho a la igualdad, que los hijos sin vínculo consanguíneo tienen la posibilidad de acceder a la pensión de sobreviviente causado por su padre de crianza, siempre y cuando se reúnan las reglas allí definidas.
En estas circunstancias, si en este caso Colpensiones procedió a negar la pensión reclamada por el menor accionante con el único argumento de que los hijos de crianza no pueden acceder a esa clase de prestaciones, desconoció el precedente judicial, que la obliga a abstenerse de acudir a parámetros diferenciadores entre las familias constituidas bajo una forma clásica y las que tienen vínculos de facto. Con ese proceder, entonces, se vulneró la cláusula de igualdad que protege a los integrantes de esa última clase de familia.  

7. Por tanto, ante la probada lesión al derecho a la igualdad del accionante, se revocará la sentencia impugnada, que declaró improcedente el amparo solicitado, y en consecuencia se dejará sin efecto la Resolución DIR 20197 del 19 de noviembre de 2018, expedida por la Directora de Prestaciones Económicas de Colpensiones y se le ordenará a esa funcionaria que en el término de quince días se pronuncie nuevamente sobre el otorgamiento de la pensión de sobreviviente a favor del menor Harrison David Marulanda Holguín, sin acudir al argumento de la familia de crianza para negarla y dando aplicación a las reglas jurisprudenciales transcritas.  

Se negará la tutela frente al Gerente Nacional de Reconocimiento, el Subdirector de Determinación II y los Directores de Atención y Servicio y de Procesos Judiciales de Colpensiones porque solo la Directora de Prestaciones Económicas de esa entidad tiene en la actualidad competencia para pronunciarse sobre la referida prestación, pues fue ella, con motivo del recurso de apelación interpuesto en la vía administrativa, quien adoptó la decisión definitiva de confirmar el acto administrativo suscrito por el citado Subdirector, que negó la pensión de sobrevivientes.

8. Las anteriores medidas se adoptarán a pesar de que las pretensiones de la demanda se dirigían a obtener directamente el reconocimiento parcial o total de esa prestación y la suspensión del pago de la mesada pensional a quien en la actualidad la recibe, como quiera que en este caso, además de que la demandada debe verificar el cumplimiento de otros requisitos legales y jurisprudenciales, lo cierto es que si esa pensión ya fue reconocida a la señora Ana Lucía Zapata Ossa, se presenta una situación especial que debe ser dilucidada en sede administrativa, pues de hallarse cumplidos los mencionados presupuestos, Colpensiones debe adelantar las gestiones necesarias en el trámite pensional de la citada señora, para definir lo concerniente a la reducción de su mesada pensional y proceder a fijarle una nueva, circunstancias que se escapan de la competencia del juez constitucional.   
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 22 de julio pasado, en la acción de tutela instaurada por la señora Yénifer Cardona Marulanda, en representación del niño Hárrison David Marulanda Holguín, contra Colpensiones.

SEGUNDO: Conceder el amparo solicitado para proteger el derecho a la igualdad que de que es titular el demandante.

TERCERO: Se deja sin efecto la Resolución No. DIR 20197 del 19 de noviembre de 2018, expedida por la Directora de Prestaciones Económicas de Colpensiones y se le ordena a esta funcionaria resolver, en el término de quince días, nuevamente sobre la solicitud de reconocimiento de la pensión de sobreviviente formulada por el menor Harrison David Marulanda Holguín, esta vez sin acudir a la diferenciación del hijo de crianza para negarla y deberá dar aplicación a las reglas jurisprudenciales a que se hizo referencia en la parte motiva de este fallo.

CUARTO: Se niega la tutela contra el Gerente Nacional de Reconocimiento, el Subdirector de Determinación II y los Directores de Atención y Servicio y de Procesos Judiciales de Colpensiones.
QUINTO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

SEXTO: Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




(Ausente con causa justificada)
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